
 

 

Constituido el Comité de Apelación de la Federación de Tenis de la Comunidad 
Valenciana en sesión debidamente convocada al efecto (2 de febrero de 2022), 
con asistencia de D. José Bonet Navarro (Presidente) y en nombre del Comité 
D. Joaquín Ivars Ruiz (vocal) y de D. Francisco Ferrandis Navarro (Secretario), 
en relación con la reclamación formulada en su día por D. Julio Arnandis Ibáñez 
en su propio nombre y del CT Burriana, el Comité de Apelación adoptó la 
siguiente: 

RESOLUCIÓN 

ANTECEDENTES DE HECHO 

Primero.- En fecha 18 de enero de 2022, el Comité de Competición de la 

Federación de Tenis de la Comunidad Valenciana dictó resolución en la que, en 

su parte dispositiva, dice literalmente respecto de la presente reclamación: 

“Asimismo, se amonesta al CT Burriana por no respetar el procedimiento 

reglamentario de desarrollo de la competición, conforme a las normas previstas, 

a los oportunos efectos legales”. 

Segundo.- Frente a dicha resolución, por parte de D. Julio Arnandis Ibáñez 

presenta reclamación en la que señala que “les rogaría dejasen sin efecto la 

amonestación al CT BURRIANA que sin presentar ni originar ningún problema para 

la celebración de la confrontación ha sido amonestado por no contactar con el 

servicio de guardia de la Federación, cuando quien debía haberlo hecho fue el 

equipo causante del WO (el CT ALTEA). El CT BURRIANA se limitó a enviar un 

email informativo para poner a la Federación en antecedentes porque no le parecía 

correcta la información proveída por el ALTEA que finalmente terminó con WO”. 

Con el recurso se pretende, en definitiva, que se revoque la resolución al no ser 

procedente la sanción impuesta en atención a los hechos tal y como se han 

desarrollado y en virtud de las normas aplicables. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

ÚNICO.- Limitada la impugnación a la sanción de amonestación impuesta al CT 

Burriana, la misma se impone, según términos literales de la resolución “El CT 

BURRIANA envía a la Federación un Email, en el que se indica que no se está de acuerdo 

con esta comunicación, porque llega demasiado tarde. Finalmente, el CT BURRIANA 

envía un acta de WO por incomparecencia (…) Tampoco se puso en contacto con este 

servicio  el CT BURRIANA, quien también tiene obligación de hacerlo (…) Asimismo, 

dado que el CT ALTEA no acudió al encuentro, se amonesta por escrito mediante el 

presente, al CT BURRIANA, porque no es el responsable del CT ALTEA quien dirige la 

competición, ni los procedimientos a llevar a cabo  durante la misma. Su obligación, la del 

responsable del CT BURRIANA, era la de comunicarse con el servicio de Guardia de 

Competición, que le hubiera indicado qué hacer en estos casos. Por ello, constará 

en su expediente esta amonestación, con la advertencia de que la próxima vez que 

suceda esta actuación en dichos términos le parará la aplicación de la norma y será 



 

 

descalificado”. Ciertamente, quién inicialmente genera el conflicto es el CT Altea, 

quien, por no presentarse al encuentra, es sancionado tal y como consta en la 

resolución. Pero el tema ahora es si, una vez generado el mismo, ambos clubes 

han de dirigirse al servicio se guardia de competición o si ha de hacerlo 

únicamente aquel que plantea la controversia, en este caso, el CT Altea. Lo bien 

cierto es que, una vez planteada la cuestión, y por mucho que un Club pueda 

considerar tener claro cómo habría de darse solución a la correspondiente 

controversia, ha de corroborarse a través del servicio de guardia en fin de 

semana como era el caso. Es más, el propio CT Burriano dirigió comunicación el 

sábado día 15 de enero, a las 19:58 horas, en el que se informaba que ese 

mismo día de los hechos que han generado la presente impugnación, con olvido 

de que el órgnao al que incorrectamente se dirige se encuentra en esos 

momentos inoperante, cuando precisamente lo estaba el repetido servicio de 

guardia. Y precisamente este incorrecto proceder, dirigiéndose a un órgano 

inoperante y orillando así el que era en esos momentos competente y operativo, 

es por lo que el CT Burriana merece la amonestación que correctamente se le 

impone. 

En su virtud, este Comité de Apelación 

HA  RESUELTO 

Se desestima la apelación formulada por D. Julio Arnandis Ibáñez en su propio 

nombre y del CT Burriana, con confirmación, en todos sus términos, de la 

resolución impugnada del Comité de Competición dictada en el expediente 

JC3/22 de fecha 18 de enero de 2022. 

Contra la presente Resolución cabe interponer recurso de alzada ante el Tribunal 

del Deporte de la Comunidad Valenciana en el plazo de quince días hábiles, de 

conformidad con el art. 166.1 de la Ley 2/2011, de 22 de marzo, del Deporte y la 

Actividad Física de la Comunitat Valenciana; y con el art. 48 del Reglamento de 

Justicia Deportiva de la FTCV. 

Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos en Valencia a 31 de enero de 
2022. 

 

 

 

Presidente: D. José Bonet Navarro 

Vocal: Joaquín Ivars Ruiz 

Secretario: D. Francisco Ferrandis Navarro. 

 



 

 

Constituido el Comité de Apelación de la Federación de Tenis de la Comunidad 
Valenciana en sesión debidamente convocada al efecto (13 de mayo de 2022), 
con asistencia de D. José Bonet Navarro (Presidente) y en nombre del Comité 
D. Joaquín Ivars Ruiz (vocal) y de D. Francisco Ferrandis Navarro (Secretario), 
en relación con la reclamación formulada en su día por D. D. Ignacio Jabaloyes 
Vivas en su propio nombre y del CT Valencia, el Comité de Apelación adoptó la 
siguiente: 

RESOLUCIÓN 

ANTECEDENTES DE HECHO 

Primero.- En fecha 11 de abril de 2022, el Comité de Competición de la 

Federación de Tenis de la Comunidad Valenciana dictó resolución en la que, en 

su parte dispositiva, dice literalmente respecto de la presente reclamación: 

“Declarar WO por incomparecencia justificada al CT VALENCIA, dando el 

encuentro por perdido, a los oportunos efectos legales”. 

Segundo.- Frente a dicha resolución, por parte de D. Ignacio Jabaloyes Vivas 

se presenta reclamación en la que se limita a señalar que “Reconocemos que el 

malentendido se debió a una falta de coordinación entre el equipo de veteranos 

+70 y la dirección deportiva del CTV pero, en ningún caso, con mala intención. 

Por ello, solicitamos la revisión de la citada resolución y la propuesta de la nueva 

fecha para el domingo dia 20 de Mayo, tras acuerdo entre los dos capitanes C.T. 

Castellon y C.T. Valencia”. 

Con el recurso se pretende, en definitiva, que se revoque la resolución del 

Comité de Competición y se acepte que puedan jugar en la fecha propuesta y 

que, según señala en el escrito, es aceptada por los dos clubes. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

ÚNICO.- A pesar de reconocer la buena disposición y voluntad del Club ahora 

reclamante, que reconoce lo que denomina “malentendido”, en sus palabras por 

“falta de coordinación entre el equipo de veteranos +70 y la dirección deportiva 

del CTV”, y además afirma contar por fin con acuerdo entre los capitanes de los 

dos clubes, lo bien cierto es que no formula argumento ni introduce razón alguna 

que permita desvirtuar las razones en que se funda la resolución de del Comité 

de Competición, que de manera extensa y detallada expone las razones de por 

qué procede la sanción, como expone, básicamente porque ha sido 

responsabilidad del CT Valencia, pues este “debió iniciar las negociaciones y 

cambios con mucha más antelación, puesto que sabía y conocía el calendario, 

así como que esa semana podría verse disputando varios encuentros. Por lo que, 

si no lo hizo, la responsabilidad es solamente achacable a sus actuaciones y 

nadie más”. Podemos concluir en el mismo sentido que el Comité de 

Competición, puesto que más que un simple “malentendido” y “falta de 

coordinación” con la dirección deportiva del CTV, lo que hubo es una falta de 



 

 

diligencia que propició que no se pudiera celebrar el encuentro en las 

condiciones y en las fechas máximas que en su día se les indicó debidamente, 

sin que sea posible en estos momentos la celebración extemporánea del 

encuentro porque, como se ha señalado, se ha superado con creces la fecha 

máximas de celebración. 

En su virtud, este Comité de Apelación 

HA  RESUELTO 

Se desestima la apelación formulada por D. Ignacio Jabaloyes Vivas en nombre 

del CT Valencia, con confirmación, en todos sus términos, de la resolución 

impugnada del Comité de Competición dictada en el expediente JC9/22 de fecha 

11 de abril de 2022. 

Contra la presente Resolución cabe interponer recurso de alzada ante el Tribunal 

del Deporte de la Comunidad Valenciana en el plazo de quince días hábiles, de 

conformidad con el art. 166.1 de la Ley 2/2011, de 22 de marzo, del Deporte y la 

Actividad Física de la Comunitat Valenciana; y con el art. 48 del Reglamento de 

Justicia Deportiva de la FTCV. 

Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos en Valencia a 13 de mayo de 2022. 

 

 

 

Presidente: D. José Bonet Navarro 

Vocal: Joaquín Ivars Ruiz 

Secretario: D. Francisco Ferrandis Navarro. 

 



 

 

Constituido el Comité de Apelación de la Federación de Tenis de la Comunidad 
Valenciana en sesión debidamente convocada al efecto (6 de octubre de 2022), 
con asistencia de D. José Bonet Navarro (Presidente) y en nombre del Comité 
D. Joaquín Ivars Ruiz (vocal) y de D. Francisco Ferrandis Navarro (Secretario), 
en relación con la reclamación formulada en su día por D. Fernando Ortega 
Garzarán, en su propio nombre y como mandatario verbal de D. Lisandro 
Caravaca, así como también por D. Julio Velasco Herrero, en nombre y 
representación de su hija Dña. Julia Velasco Miró, el Comité de Apelación 
adoptó la siguiente: 

RESOLUCIÓN 

ANTECEDENTES DE HECHO 

Primero.- En fecha 19 de septiembre de 2022, el Comité de Competición de la 

Federación de Tenis de la Comunidad Valenciana dictó resolución en la que, en 

su parte dispositiva, decide literalmente: “Estimar la reclamación efectuada por 

D. Julio Velasco, ordenando que se fije fecha y hora para reanudar el encuentro 

entre Julia Velasco y Giulia Bajsic, desde el segundo set, en el Tie-Break, con el 

tanteo de 6-4 a favor de Julia Velasco. Asimismo, amonestar al árbitro Sr. Ortega 

por no levantar acta del partido y finalmente imponer una amonestación pública 

a D. Lisandro Caravaca por usurpación de funciones que no le corresponden, a 

los oportunos efectos legales. En cuanto al depósito de 30 € consignado por D. 

Julio Velasco, ordeno le sea devuelta dicha cantidad, en atención a la estimación 

del recurso”. 

Segundo.- Frente a dicha resolución, por parte de D. Fernando Ortega y, en su 

“representación”, por Lisandro Caravaca, se presenta reclamación en la que se 

argumenta, en síntesis, lo siguiente: 

Respecto de las sanciones impuestas por el Juez Único consistentes en sanción 

de amonestación por no levantar el acta del partido y la de amonestación pública 

por “usurpación de funciones que no corresponden a D. Lisandro Caravaca”, que 

no se ha instruido ni seguido el procedimiento sancionador pertinente, 

básicamente, por las siguientes razones: 

1.ª Porque no se les ha dado traslado de la denuncia y, por tal motivo, se les ha 

privado de formular alegaciones defensivas o de descargo (arts. 142.1 y 146.2 

Ley 2/2011 del Deporte, 28.2, 30.2.d y 34 Reglamento de Justicia Deportiva de 

la FTCV). Y ello a pesar de constar un escrito de alegaciones, pero que no lo son 

de ninguna denuncia no remitida sino que se trata, según dice literalmente, de 

un “escrito que, espontáneamente, hice llegar a la Federación en fecha 20 de Junio de 

2022” consistente en una “mera exposición de lo sucedido, consciente como yo era de 

que se había producido en el torneo en el que ejercía como Juez-Árbitro una 

anomalía, y concluye con una petición de auxilio a la FTCV para tratar de encontrar 

una solución a lo acaecido”, sin alegaciones de descargo dado que no era conocida la 

denuncia. 



 

 

2.ª Porque la resolución sancionadora carece de los preceptos que han servido de base 

a la comisión de la infracción y para la imposición de la sanción conforme al art. 

117.1.a) de la Ley 2/2011 y art. 2.1.a) del Reglamento de Justicia de la FTCV), 

exigido por la debida motivación. 

3.ª Contradicción de la resolución y falta de cobertura legal de la sanción a D. Lisandro 

Caravaca pues, “pese a afirmar que es imposible imponerle una sanción por no haberla 

aplicable, se la impone igualmente (amonestación pública, prevista en el art. 127.1.b) de 

la Ley 2/2011 y 11.1.b) del Reglamento de Justicia de la FTCV)”. Máxime cuando el 

sancionado “carece de licencia federativa, por lo que, sencillamente, no está bajo la 

‘jurisdicción’ de la FTCV (art. 118.2.c de la Ley 2/2011 y art. 3.1.b) del Reglamento 

de Justicia de la FTCV)”. 

Respecto de la infracción imputada concretamente a D. Fernando Ortega, realiza 

consideraciones sobre el fondo, respecto a no haber evacuado el acta ni haberla exhibido 

al progenitor de la jugadora para que reflejara su desacuerdo en relación con el tanteo en 

el Te-break del segundo set. Al respecto reitera que la resolución no hace constar la 

resolución en que basa la necesidad del acta en todo supuesto y la constancia de las 

circunstancias correspondientes, lo que, según indica “causa indefensión a esta parte 

al no poder combatir argumentadamente la interpretación que haya podido efectuar”. 

Si bien considera que la obligatoriedad se supedita “a que el Juez-Árbitro aprecie 

una infracción o haya impuesto una sanción (art. 29.a), b) y c) del Reglamento de 

Justicia de la FTCV)”, cosa que no ocurrió, “sin que yo apreciase ninguna infracción, 

ni impusiese ninguna sanción durante el encuentro controvertido”, y el art. 6.1.e) 

impone la extensión de acta -o informe equivalente- donde se recojan “las 

incidencias habidas con ocasión de la competición, incluyendo una lista con los 

W.O. justificados y no justificados así como una relación de las infracciones 

adver1das, con indicación, en su caso, de las sanciones impuestas frente a las 

mismas”. A tal efecto, obra no un expediente, pero sí un informe equivalente con 

las incidencias, además, el eventual incumplimiento no está tipificado como 

infracción en los arts. 8.5, 9.4 y 10.4 del Reglamento. Asimismo, en una 

interpretación sistemática, la extensión del acta se refiere al conjunto de la 

competición no a cada partido, al menos en su dimensión amateur. 

Y respecto de las decisiones de orden competitivo sobre la reanudación del 

encuentro con victoria momentánea de Dña. Julia Velasco sobre Giulia Bajsic 

por 1 set 6-6 (6-4), adoptadas por el Juez único, se consideran como faltas de 

motivación y con vicios procedimentales. 

Se achaca de falta de ecuanimidad al rechazar el escrito del Sr. Bajsic por estar 

interesado y no el de los padres de la jugadora Velasco, también interesados. 

Denuncia que no se facilitó el acta con el contenido de las declaraciones, ni nadie 

ofició de secretario, considerándose “cuestionable” el modo de proceder. Se 

niega que exista en el expediente un solo elemento que permita al juez único 

llegar a la conclusión de que las jugadoras estaban de acuerdo en el tanteo de 

6-4 en el Te-break del segundo set por los motivos que expone, principalmente en 

el informe de lo sucedido que redacta el propio recurrente donde afirma, con 

presunción de veracidad, que “el entrenador de Bajsic dijo que su jugadora le 

expresó que iban 6-4, aunque, como manifesté en mi informe y como confirmó 



 

 

el entrenador delante del Juez Único, su conocimiento de ese tanteo fue 

indirecto, esto es, por lo que le manifestó su jugadora, pues no siguió con 

exhaustividad el desarrollo del Te-break por estar también viendo al Tempo otro 

partido”; porque en la denuncia se afirmaba que “Lisandro Caravaca tomó la 

decisión de que retomasen el Te-break con 2-2”; en el informe del recurrente 

“retomaron el Te-break con 2-2 por ser desde entonces cuando se iniciaba el 

desacuerdo entre las dos jugadoras al rememorar lo sucedido en los puntos 

siguientes”; y las dos jugadoras aceptaron esa decisión “de modo que el Te-

break prosiguió hasta su conclusión, con victoria de Bajsic por 8-6, lo que 

igualaba la contienda a un set, hecho éste que, según la denuncia extractada en 

la Resolución del Juez Único, silencia el denunciante, dando la sensación de que 

ordenó a su hija que saliera de la pista y no continuara el partido antes de la 

conclusión del Te-break”. 

Todo ello, según considera, vulnera la presunción de veracidad con que cuenta 

sus actas e informes, en este caso su “informe espontáneo” y no se adivina el 

error fáctico que mueve al juez único a acordar la reanudación del Te-break en 

6-4, careciendo de razonabilidad por considerar a una parte interesada y no a la 

otra a la hora de creer en sus afirmaciones. Todo ello conduce, en su opinión, a 

que el Te-Break se iniciara 2-2, y la jugadora Velasco abandonó el partido 

cuando perdió por 8-6, cuando el Reglamento de Justicia Deportiva de la FTCV 

en su art. 8.3.a) tipifica como muy grave el “abandono injustificado de un jugador”, 

si bien no merece sanción “por seguir las recomendaciones de su progenitor, 

víctima por entonces de un nerviosismo que merece disculpa”. Pero lo que no 

procede es que se reanude el partido en los términos señalados por el juez único, 

fundada en situaciones de hecho no presenciadas por el órgano disciplinario, sin 

dar traslado para alegaciones, sin oír a los participantes sin más pruebas que las 

manifestaciones del propio recurrente “investidas reglamentariamente de 

presunción de veracidad y expresadas pocas horas después de lo sucedido, sin 

que se haya acreditado el órgano disciplinario que incurrí en error material al 

referir lo acaecido”. Además, reanudar el torneo varios meses después de su 

inicio, hecho sin precedentes, que frustra expectativas de gran número de 

participantes de los que no se recabó su sentir y que resulta desproporcionada 

y que resulta muy complicado de cumplir y que incluso les provocará incumplir 

el Reglamento”. 

Con el recurso se pretende, en definitiva: La declaración de nulidad de las 

sanciones; que se tenga por concluido el partido con la derrota de la jugadora que 

abandonó el encuentro sin imposición de sanciones; y que se faculte a la Dirección del 

Torneo para valorar, junto al Juez Árbitro, la oportunidad de continuar un torneo varios 

meses después de su inicio. 

Por su parte, D. Julio Velasco Herrero, en nombre y representación de su hija 

Dña. Julia Velasco Miró, formula igualmente recurso con base, en síntesis, en 

que hay contradicciones en la resolución. Niega que haya existido acuerdo en 

que el partido se reanude desde tie break 6-4 del 2 set a favor de Julia Velasco 



 

 

porque “nosotros en ningún momento nos pronunciamos sobre ese hecho ya que 

desde un principio hemos manifestado que Julia V ganó 7-3 el tie break del 2 set 

y es lo que intentamos aclarar”. Que la actuación de la persona que actuó de 

árbitro sin serlo debe considerarse como inexistente, pues “obligó” a mi hija a 

seguir jugando el tie break desde 2-2, cuando ya había ganado por 7-3; de otro 

lado, cuando el entrenador va a hablar con su jugadora se da por finalizado el 

partido. Sin que tenga sentido que diga que no estaba atento al partido porque 

estaba viendo otro a la vez, cuando “estuvimos los tres, mi mujer, él y yo viendo 

y comentando el partido y los puntos y felicitándonos una vez que hubo finalizado 

ganando mi hija 7-3 tie break 2 set. Si como manifiesta ahora no estaba atento al 

partido mayor motivo para darnos la razón”. Con el recurso, en definitiva, según 

afirma literalmente, pretende que “se sepa la verdad, no pretendemos que se 

impongan sanciones, amonestaciones... Simplemente que reconozcan que el partido 

lo ganó Julia Velasco Miró”. 

Por parte de la otra jugadora no se presenta impugnación ni oposicial alguna. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- En el presente expediente se han formulado tres recursos además 

alguno de ellos sobre varios puntos, de modo que los diversas las cuestiones 

que se plantean en los recursos y que han de ser resueltas. Para ello 

empezaremos por las cuestiones formales pues, de ser estimadas, podrían 

hacer innecesario entrar en este momento en cuestiones de fondo. Y, con tal 

precisión, esta resolución se pronunciará de modo inmediato en lo referente al 

recurso de D. Lisandro Caravaca, presentado por Fernando Ortega como 

mandatario verbal del mismo. Recurso presentado el día 25 de septiembre por 

el Sr. Ortega y ratificado al día siguiente por el Sr. Caravaca. 

Según concluye la resolución impugnada, “D. Lisandro Caravaca arbitró 

indebidamente el encuentro, sin poseer titulación oficial alguna para hacerlo” 

hecho que no ha sido negado ni discutido en el curso del procedimiento, incluido 

el mismo recurso, lo que, en principio, podría suponer “una infracción muy grave 

al Reglamento de Justicia Deportiva, del art. 8.1.a)”. Ahora bien, como indica la 

misma resolución “dicho Reglamento adolece de una sanción que se pueda 

imponer de forma efectiva y se refiera a esta conducta o similares, por lo que es 

imposible imponer una sanción aplicable como falta muy grave”. En realidad, no 

es posible imponer sanción de ningún tipo en el ámbito deportivo, al menos 

mientras no se modifique el marco normativo incluido el Reglamento. Otra cosa 

es que, efectivamente, se trate de una actuación irregular merecedora de algún 

reproche de otra índole al que n os corresponde conocer, y, como tal 

irregularidad, que no por el vacío regulatorio deja de ser irrelevante, pueda 

afirmarse o ponerse de manifiesto públicamente que es una irregularidad y que 

no debería haberse realizado ni repetirse. Y en este específico sentido ha de 

entenderse la expresión que consta en la resolución ahora impugnada de que 



 

 

“se le impondrá una amonestación pública, por su conducta”. No ha de 

entenderse, en puridad, como una sanción sino meramente, en los términos 

indicados, como una manifestación pública de la irregularidad cometida para 

conocimiento general y no reiteración. Así, tal consideración por sí misma 

convierte en irrelevantes las alegaciones sobre posibles defectos formales de un 

procedimiento sancionador y de una sanción que, respecto del Sr. Caravaca, en 

realidad no ha existido, como se indicado, más que como mera llamada de 

atención pública a que lo que ha ocurrido es una inadmisible irregularidad. 

SEGUNDO.- Distinta suerte estimatoria ha de proceder respecto de la sanción 

impuesta al Sr. Ortega. De entrada, ha de señalarse que el presente 

procedimiento, en cuanto deriva en una sanción, está plagado de dudas. Entre 

otras cosas, se producen en la medida en que se presenta un informe por el 

recurrente que, según se indica en el mismo, fue “espontáneo”, pero tiene una 

importante correlación temporal al entrar a continuación de la reclamación 

efectuada por D. Julio Velasco. Asimismo, en la diligencia de ordenación de 22 

de junio 2022 se menciona “el expediente de referencia, instruido como 

consecuencia de la reclamación efectuada por D. Julio Velasco… acerca de la 

posible manipulación del partido” y se insta a “la persona que emitió un informe 

a la Federación, sin que conste su nombre, apellidos, ni fecha ni cualquier otra 

identificación” de esta persona (si bien puede colegirse que se trata del mismo 

Fernando Ortega quien, en fecha 20 de junio, hace entrega de dicho informe) y 

en términos similares la diligencia de 14 de julio de 2022, esta sí remitida ya al 

Sr. Ortega. Lo bien cierto es que, a pesar de esta referencia genérica a una 

reclamación en las diligencias, no consta de forma suficientemente rotunda que 

se le haya dado al recurrente conocimiento concreto y específico de los términos 

de la denuncia, lo que, además, se constata que le ha privado de hecho de las 

posibilidades de alegar respecto de los hechos objeto de sanción, dado que su 

informe se refiere a otros extremos (como indica, “mera exposición de lo 

sucedido… una anomalía… una petición de auxilio a la FTCV). Lo bien cierto es que 

este Comité considera que, no obstante las dudas iniciales que gravitan en lo 

que consta en el expediente según lo indicado, se ha privado al recurrente de la 

oportunidad de formular alegaciones defensivas o de descargo en relación con 

los hechos objeto de sanción. Y esto no es baladí puesto que, con ello, además 

de limitarse las posibilidades defensivas del recurrente, se produce un supuesto 

de verdadera indefensión, lo que le dota de la suficiente gravedad anulatoria, sin 

contar que, además, también se ha privado de elementos necesarios para una 

resolución adecuada por el órgano competente para conocer en primera 

instancia. En definitiva, las alegaciones relativas al hecho de la falta de acta, de 

su posible equivalencia del informe, la necesidad de que se produzca en cada 

partido o en el conjunto del campeonato y cualquier otra consideración sobre los 

hechos objeto de sanción en los términos del recurso, debían haberse formulado 

ante el órgano competente que debe resolver en primera instancia y de forma 

motivada fáctica y jurídicamente, y no directamente ante este Comité de 



 

 

Apelación, que únicamente corresponde conocer de la impugnación frente a la 

resolución que dicte aquel Comité de Competición con todos los elementos de 

convicción o de descargo y, en todo caso, con la oportunidad real de alegación 

sin dudas de indefensión. Por todo ello, este Comité de Apelación decreta la 

nulidad de la sanción impuesta, sin posibilidad de retroacción de actuaciones 

dada la doctrina de nuestro Tribunal Supremo, por la que no cabe la misma al 

objeto de imponer sanciones, dado que, como afirma, entre otras, la STS, Sala 

3ª, Secc. 2ª, 1811/2020, de 22 de diciembre, Sala de lo Contencioso, Secc. 2ª, 

"esa reproducción del camino para castigar otra vez contraviene frontalmente el 

principio "ne bis in idem", en su dimensión procedimental (véanse las sentencias 

de 22 de marzo de 2010 (casación 997/06, fundamento jurídico 4º y 11 de junio 

de 2011,casación 11 de julio de 2011, FJ 3º)”. 

TERCERO.- Respecto de las decisiones de orden competitivo, pretende el 

recurrente que se tenga por concluido el partido con la derrota de la jugadora que 

abandonó el encuentro sin imposición de sanciones; y que se faculte a la Dirección del 

Torneo para valorar, junto al Juez Árbitro, la oportunidad de continuar un torneo varios 

meses después de su inicio. Todo ello se pide con base en diversas infracciones, 

como falta de motivación y vicios procedimentales. Sobre las mismas no ha lugar 

por falta de legitimación del recurrente, por cuanto no posee titularidad ni interés 

suficiente que justifique tales pretensiones, ni siquiera acudiendo a la figura de 

la intervención denominada “adhesiva simple” en la que no se requiere afirmar 

titularidad de la relación material objeto de procedimiento sino de titularidad de 

otra relación jurídica dependiente de aquella, por lo que la decisión que se adopte 

le podría afectar de modo indirecto o reflejo. En poco o nada afecta al recurrente 

si el partido lo gana una u otra jugadora o si el partido se disputa en un momento 

o en otro. De otro lado, ni siquiera esta intervención podría servir para “ayudar a 

la gestión” del legitimado, en este caso las jugadoras afectadas, al que se podría 

adherir para contribuir al éxito de sus propios medios de defensa, o utilizando en 

provecho común aquellos de que esté especialmente asistido puesto que el 

recurso que se presenta por una de las jugadoras tiene un sentido 

diametralmente opuesto al pretendido ahora en este recurso. Por tanto, no hay 

verdadero recurso al que adherirse por tener un sentido incompatible. Todo ello 

partiendo de que esta intervención requiere contar con un interés que, como es 

criterio jurisprudencial consolidado, no puede utilizarse de forma expansiva para 

justificar la intervención en el procedimiento de cualquiera que lo solicite con sólo 

acudir a su legítimo interés, que debe interpretarse “no como equivalente a 

cualquier interés, sino, más acertadamente, como un interés cualificado, referido 

al que ese tercero pueda tener con el resultado del pleito; es decir, un interés 

jurídico, directo y legítimo”, de modo que no basta con un mero interés, máxime 

cuando procede una interpretación rigurosa, dado que la posibilidad de 

intervención se basa en los efectos reflejos de la resolución que recaiga y que 

se resuelven en la prejudicialidad, cosa que no se produce en el presente 

supuesto siendo que ni están claras las consecuencias ni existe en puridad 

pretensión ejercitada que lo avale. El recurso en este punto, por tanto, ha de 

rechazarse por falta de legitimación del recurrente. Y esto al margen de que, por 



 

 

lo que se resolverá en el siguiente punto, de haberse considerado legitimado 

igualmente hubiera conducido al mismo resultado. 

QUARTO.- Queda por último el recurso que presenta D. Julio Velasco Herrero, 

en nombre y representación de su hija Dña. Julia Velasco Miró. En este recurso 

se pretende una revisión del material probatorio no a efectos de imposición de 

sanción alguna sino de que se reconozca que ganó el partido sin tener que 

repetirlo como ha resuelto la resolución del Comité de Competición. En este 

caso, los elementos de convicción son limitados. Por un lado, contamos con el 

informe del árbitro del partido, emitido, sin embargo sin haber presenciado los 

hechos. Por tanto, sin dudar en absoluto de sus afirmaciones, las mismas solo 

pueden ofrecer veracidad de que lo que puede ser su opinión y de que recabó 

información, básicamente que oyó lo que declaraban otras personas que sí lo 

presenciaron en todo o parte del desarrollo del partido, y, en algunos casos, 

estando más o menos atentas. En definitiva, no ofrece presunción de veracidad 

de los hechos objeto de la impugnación, en cambio si la tiene sobre el hecho de 

que alguien dijo o dejó de decir, y de lo que el árbitro opina, pero, en ambos 

casos, nada de ello resulta determinante para la resolución. Que alguien traslade 

determinados hechos a un árbitro y éste los haga constar en un acta o informe, 

no dota de presunción de veracidad a los hechos afirmados sino meramente a la 

circunstancia de que los mismos fueron dichos por alguien, del mismo modo que 

si un testigo o una parte relata a este Comité un hecho, no se duda y se da por 

cierto de que se han dicho pero no necesariamente de lo que se dice. Asimismo, 

las opiniones y valoración que se realice en el informe, sin desdeñar su interés, 

no son relevantes ni tienen presunción de veracidad más allá de que el 

informante así lo opina, pero no de que sus opiniones o conclusiones son 

correctas precisamente porque la valoración de los hechos es competencia del 

correspondiente Comité, sea en primera instancia o en apelación. En definitiva, 

se da por cierto que al árbitro se le transmitió determinada información y que 

alcanzó determinadas conclusiones, pero ni el contenido de dicha información 

tiene presunción de veracidad ni las opiniones del árbitro son vinculantes, 

especialmente si, como ocurre en el presente supuesto, parte de unas bases 

fácticas distintas a las que tanto el Comité de Competición como ahora el de 

Apelación alcanzan. 

Y precisamente el tema clave es sentar las bases fácticas. Para ello partimos del 

material más relevante, junto a la misma resolución y al informe, en los términos 

indicados, consistente en las declaraciones de las personas implicadas, siendo 

de especial interés las de aquellas que presenciaron directamente los hechos y 

de modo más completo y atento. En líneas generales, con declaraciones 

contradictorias en cuanto a las partes y sus progenitores, así como poco 

concluyentes en lo que se refiere al entrenador de una de ellas que de un lado 

felicita por la victoria, pero afirma no estar muy atento y rápidamente cambia de 

versión, en lo que desde luego no supone un alarde de verosimilitud. Ciertamente 

lo que ocurrió realmente, al margen de lo que creyeran las partes y de la 

sinceridad que no ponemos en duda, es algo difícil de verificar con tal material 

probatorio tan escasamente concluyente sea por contradictorio o por débil. Así y 

todo, resultan significativas las declaraciones que se realizan en la 



 

 

comparecencia que, tal efecto, se practicó durante la instrucción, donde fueron 

llamados a declarar todos los implicados precisamente a los efectos de aclarar 

lo que ocurrió y a las que acudieron todos a excepción de una de las partes que 

tras reiteradas notificaciones alegó una y otra vez razones de imposibilidad. 

Dicho lo anterior, el recurrente basa su recurso, en síntesis, en negar que haya 

existido acuerdo en la reanudación desde 6-4 del 2 set, pues, según afirma, 

“nosotros en ningún momento nos pronunciamos sobre ese hecho ya que desde 

un principio hemos manifestado que Julia V ganó 7-3 el tie break del 2 set y es 

lo que intentamos aclarar”; y en la irregular actuación de la persona que actuó 

de juez sin serlo que, por tal motivo, ha de considerarse inexistente, máxime 

cuando, según afirma, “obligó” a seguir jugando el tie break desde 2-2 cuando 

ya había ganado 7-3; y por último, se basa en las contradicciones e 

incoherencias del entrenador de la parte contraria. 

No obstante ha sido negado en repetidas ocasiones, lo bien cierto es que de las 

declaraciones efectuadas en la comparecencia de fecha 6 de septiembre de 

2022 ante el Juez de Competición consta de las declaraciones de Juan Carlos 

Sainz (entrenador de Giula) afirma que su pupila dice que “iban 6-4 y la otra niña 

decía que iban 7-3 y habla con la niña para ver qué pasa”, y no obstante Lisandro 

se dirigió a las niñas y reanudó el encuentro  desde “3-2” sic, esto último ratificado 

por el propio Lisandro Caravaca en su declaración, esta vez en “2-2”, por último 

el mismo Fernando Ortega declara que “llegó posteriormente y se encontró el 

lío, pero las niñas estaban de acuerdo en que Julia iba ganando por 6-4 el tie 

break”. A pesar de no ser admitido por una de las partes y posteriormente 

negado, la variedad de los testimonios permite llegar de ese modo a la misma 

conclusión que la resolución impugnada, y concluir que donde había acuerdo era 

en el 6-4, y no en el 2-2 con que se inició por el juez que actuó sin las facultades 

necesarias para ello, de modo que puede fijarse “fecha y hora para reanudar el 

encuentro entre Julia Velasco y Giulia Bajsic, desde el segundo set, en el Tie-

Break, con el tanteo de 6-4 a favor de Julia Velasco”, sin que nada impida esta 

conclusión el hecho de que la ahora recurrente en ningún momento haya 

“manifestado sobre este hecho” y entiendan haber ganado 7-3, siendo que, como 

ya se ha señalado y también de este modo, se considera irregular la actuación 

de la persona que actuó como juez sin serlo, sin ofrecer valor a sus decisiones 

como juez suplantador, y sin que resulten determinantes, las actitudes del 

entrenador de la parte contraria más allá de que conducen, cuanto menos, a la 

misma solución a la que alcanza la resolución impugnada. 

En su virtud, este Comité de Apelación 

HA  RESUELTO 

1.º Se desestima la apelación en lo referente a D. Lisandro Caravaca, con 

confirmación de la resolución en lo que al mismo se alude, sin que en modo 

alguno las consideraciones vertidas en la resolución impugnada puedan ser 

consideradas a ningún efecto sanción. 



 

 

2.º Se estima parcialmente la apelación formulada por D. Fernando Ortega 

Garzarán, de modo que, con desestimación del resto de motivos y peticiones del 

recurso y la consiguiente confirmación de la resolución sobre dichos extremos, 

exclusivamente se anula la sanción de amonestación impuesta al citado Sr. 

Ortega. 

3.º Se desestima el recurso de D. Julio Velasco Herrero, con confirmación de la 

resolución impugnada salvo, como consta en el punto anterior, en lo relativo a la 

sanción de amonestación impuesta a D. Fernando Ortega por cuanto la misma 

se ha anulado. 

Contra la presente Resolución cabe interponer recurso de alzada ante el Tribunal 

del Deporte de la Comunidad Valenciana en el plazo de quince días hábiles, de 

conformidad con el art. 166.1 de la Ley 2/2011, de 22 de marzo, del Deporte y la 

Actividad Física de la Comunitat Valenciana; y con el art. 48 del Reglamento de 

Justicia Deportiva de la FTCV. 

Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos en Valencia a 3 de octubre de 2022. 

 

 

 

Presidente: D. José Bonet Navarro 

Vocal: Joaquín Ivars Ruiz 

Secretario: D. Francisco Ferrandis Navarro. 



 

 

Constituido el Comité de Apelación de la Federación de Tenis de la Comunidad 
Valenciana en sesión debidamente convocada al efecto (19 de octubre de 2022), 
con asistencia de D. José Bonet Navarro (Presidente) y en nombre del Comité 
D. Joaquín Ivars Ruiz (vocal) y de D. Francisco Ferrandis Navarro (Secretario), 
en relación con la solicitud de aclaración que formula D. Fernando Ortega 
Garzarán, el Comité de Apelación adoptó la siguiente: 

RESOLUCIÓN 

ANTECEDENTES DE HECHO 

Primero.- En 3 de octubre de 2022 este Comité de Apelación dictó resolución 

CA3-22 en la que literalmente se disponía: 1.º Se desestima la apelación en lo 

referente a D. Lisandro Caravaca, con confirmación de la resolución en lo que al 

mismo se alude, sin que en modo alguno las consideraciones vertidas en la 

resolución impugnada puedan ser consideradas a ningún efecto sanción. 2.º Se 

estima parcialmente la apelación formulada por D. Fernando Ortega Garzarán, 

de modo que, con desestimación del resto de motivos y peticiones del recurso y 

la consiguiente confirmación de la resolución sobre dichos extremos, 

exclusivamente se anula la sanción de amonestación impuesta al citado Sr. 

Ortega. 3.º Se desestima el recurso de D. Julio Velasco Herrero, con 

confirmación de la resolución impugnada salvo, como consta en el punto anterior, 

en lo relativo a la sanción de amonestación impuesta a D. Fernando Ortega por 

cuanto la misma se ha anulado. 

Segundo.- Ante dicha resolución, D. Fernando Ortega presenta solicitud de 

aclaración y complemento, básicamente porque considera esencialmente 

estimados los recursos. Y concluye solicitando previamente que se aclare “en 

qué va a consistir esa ‘amonestación pública’ que el Juez Único de la FTCV ha 

impuesto” con las consideraciones indicadas. Sin embargo, termina solicitando: 1º) 

Se complemente la Resolución con los pronunciamientos que procedan respecto 

de la restitución de los depósitos, que deseo sean de íntegra devolución. 2º) Se aclare 

en qué va a consistir la ‘amonestación pública’, ‘a los efectos legales oportunos’, 

impuesta por el Juez Único y confirmada por el Comité de Apelación y por cuánto 

Tempo va a prolongarse. 3º) Me sea remitido a la dirección de correo electrónico 

que arriba indico el expediente federativo formado en ambas instancias en su 

integridad, salvo, por ya tenerlas, las dos resoluciones y la Diligencia de Ordenación 

de 14 de julio, para poder preparar, eventualmente, recurso de alzada”. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PREVIO.-  Con carácter previo indicar que la presente solicitud de aclaración y 

complementación se presenta por D. Fernando Ortega y, además, en 

representación de D. Lisandro Caravaca. Es de señalar que, a diferencia de lo 

que ocurría con el escrito inicial, el afirmado mandamiento verbal no ha sido 

ratificado para esta actuación, de modo que plantea dudas sobre la suficiencia 

de la representación. En cualquier caso, la complementación de la resolución en 



 

 

lo que se refiere a la resolución incluirá en cualquier caso lo relativo a todos los 

depósitos, de modo que por último la cuestión resulta de ese modo irrelevante 

en la práctica. 

PRIMERO.- En la resolución falta el pronunciamiento expreso sobre el destino 

de los depósitos constituidos para los tres recursos formulados y que ha de ser 

la siguiente:: 1.º Recurso de D. Lisando Caravaca, no procede la devolución pues, 

como claramente consta en la resolución, se desestima, con confirmación de la 

resolución en lo que al mismo se alude. 2.º Recurso de D. Fernando Ortega 

Garzarán, procede la devolución de la mitad, dado que, como igualmente consta 

claramente en la resolución, se estima parcialmente (se estima en la parte de la 

sanción y se desestima en todo lo demás que presenta en nombre propio, 

recuérdese que en el recurso de apelación solicitaba “en mi nombre y en el de 

mi mandante”, los puntos 2º y 3º sobre aspectos que iban más allá de la estricta 

nulidad de la sanción que fueron desestimados). 3.º Recurso de D. Julio Velasco 

Herrero, dado que se desestima, no procede la devolución. 

SEGUNDO.- Solicita igualmente que se aclare en qué va a consistir la 

“amonestación pública” a los efectos legales oportunos impuesta por el Juez 

Único y que, según en la petición de aclaración, ha sido “confirmada por el 

Comité de Apelación” y por cuanto tiempo va a prolongarse. Sobre esto la 

resolución no procede aclararse porque es suficientemente nítida. Como quedó 

suficientemente claro en la misma resolución, no se trata de sanción alguna, ni, 

por tanto, como tal, podrá tener ningún tipo de efecto ni duración, más allá de lo 

que, en su propio nombre y bajo su estricta responsabilidad puedan afirmar o 

manifestar quienes tengan conocimiento de los hechos y que nada tendrá que 

ver con sanción, requerimiento ni consecuencia alguna derivada de la resolución 

objeto ahora de pronunciamiento. Partiendo de que nadie ha negado ni discutido 

y como se deriva del expediente, que D. Lisandro Caravaca arbitró 

indebidamente el encuentro, sin poseer titulación oficial alguna para hacerlo, por 

falta de cobertura normativa, parten las resoluciones, tanto de instancia como de 

apelación, de que “es imposible imponer una sanción… de ningún tipo en el 

ámbito deportivo”, sin perjuicio de que, como expresa la de apelación, “se trate 

de una actuación irregular merecedora de algún reproche de otra índole al que 

no nos corresponde conocer” sin que por ello deje de ser irrelevante. En definitiva, 

es suficientemente nítido y claro que cuando la resolución de instancia afirma 

que “se le impondrá una amonestación pública, por su conducta”, el tenor y las 

manifestaciones de la misma resolución, constatando los hechos y 

considerándolos irregulares, agotan las consecuencias de dicha afirmación. Eso 

es lo que significa, y no otra cosa como parece entender el solicitante de 

complementación-aclaración, el tenor más o menos afortunado de la afirmación 

señalada en la instancia, sin que por ello proceda más consecuencias que la 

misma existencia de la resolución de instancia y lo que se hace constar en la 

misma. Afirmaciones que han sido debida y claramente explicadas en la de 



 

 

apelación. Por tanto, como decíamos, “no ha de entenderse, en puridad, como 

una sanción sino meramente, en los términos indicados, como una manifestación 

pública de la irregularidad cometida para conocimiento general y no reiteración”, 

o, en otros términos, la resolución de instancia queda como una “mera llamada 

de atención pública a que lo que ha ocurrido es una inadmisible irregularidad”. 

Esto es con toda claridad y rotundidad, ni más ni menos, y sin más 

consecuencias, lo que supone la resolución respecto del Sr. Lizandro, de modo 

que no consistirá en nada más, ni durarán tiempo alguno. Todo ello sin perjuicio 

de lo que terceros puedan conocer y comentar sobre los hechos y que nada 

tendrá que ver con la resolución. 

TERCERO.- No ha lugar a la petición de remisión de expediente por no ser este 

el órgano competente ni ser el momento procesal oportuno. 

En su virtud, este Comité de Apelación 

HA  RESUELTO 

Complementar la resolución en lo siguiente: No procede la devolución de los 

depósitos constituidos en la presente alzada, salvo el de D. Fernando Ortega 

Garzarán, que se devolverá la mitad del mismo por estimación parcial de su 

recurso. 

No procede la aclaración del resto de pronunciamientos ni la remisión de 

documentación alguna en este momento. 

 

Contra la presente Resolución cabe interponer recurso de alzada ante el Tribunal 

del Deporte de la Comunidad Valenciana en el plazo de quince días hábiles, de 

conformidad con el art. 166.1 de la Ley 2/2011, de 22 de marzo, del Deporte y la 

Actividad Física de la Comunitat Valenciana; y con el art. 48 del Reglamento de 

Justicia Deportiva de la FTCV. 

Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos en Valencia a 19 de octubre de 
2022. 

 

 

 

Presidente: D. José Bonet Navarro 

Vocal: Joaquín Ivars Ruiz 

Secretario: D. Francisco Ferrandis Navarro. 


